Radicación: 6600122040002021-00041-00

Accionante: Diana Lorena Vallejos Sánchez

Accionado:  Juzgado 4º de EPMS de Pereira

Decisión: Niega


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / SOLICITUD DE LIBERTAD CONDICIONAL / REITERACIÓN / DEBE FUNDARSE EN HECHOS NUEVOS / SIN ELLOS, NO HAY VULNERACIÓN DE DERECHOS FUNDAMENTALES.
La accionante acudió a la presente solicitud de amparo Constitucional con el fin de acceder en sede de tutela al reconocimiento de su libertad condicional, por considerar que reúne todos los requisitos para ello, y que el Juzgado 4° de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira se ha equivocado al no analizar nuevamente la solicitud que en tal sentido le fuera resuelta en el pasado de manera adversa.

En efecto, la Sala pudo constatar que el Juzgado que vigila la ejecución de la sentencia impuesta a la señora Vallejos, decidió el día 22 de enero de 2020, tras revocar el beneficio de prisión domiciliaria del cual veía gozando esta ciudadana, denegar su solicitud de libertad condicional, por cuanto resultaba evidente que ella no cumplía con los requisitos para ser merecedora de la concesión del nuevo subrogado reclamado.
De igual manera, se pudo acreditar que no fue el Despacho accionado quien le coartó a la interesada sus derechos de defensa y contradicción, porque fue ella quien renunció a los mismos al no hacer uso dentro del término de los recursos ordinarios a los que por ley tenía derecho; luego, no resulta válido que ahora pretenda de manera caprichosa que se resuelva nuevamente su asunto sin presentar ningún tipo de hecho novedoso, como quiera que existe una situación consolidada en ese aspecto…
Recordemos que el Despacho accionado ya había adoptado una decisión definitiva y había considerado que la señora Diana Lorena no puede acceder al subrogado de la libertad condicional, puesto que no reúne los requisitos que exige la norma para esos menesteres; y bajo esa óptica, resulta válido hacer alusión a lo que ha dicho la Corte refiriéndose a la inviabilidad de analizar solicitudes reiterativas cuando con ellas no se presenta ningún hecho novedoso que pueda alterar la decisión consolidada.
REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO

[image: image1.png]



TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA DE DECISIÓN PENAL

Magistrado Ponente

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

ACCIÓN DE TUTELA DE PRIMERA INSTANCIA

Pereira, veinticinco (25) de marzo de dos mil veintiuno (2021)

Aprobado por Acta No. 217
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ASUNTO:
Procede la Colegiatura a resolver lo que en derecho corresponda, con ocasión de la acción de tutela promovida por parte de la señora DIANA LORENA VALLEJOS SÁNCHEZ en contra del JUZGADO 4º DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE PEREIRA. 

ANTECEDENTES:

Del escrito presentado por la accionante se extrae que Ella se encuentra privada de la libertad, purgando una pena de 8 años y 8 meses al haber sido declarada penalmente responsable por incurrir en el delito de homicidio. 

Dijo que a la fecha ha superado el cumplimiento de las 3/5 partes de la penal impuesta, por lo que considera ser merecedora del subrogado de la libertad condicional, pese a que hace algunos años debiera revocársele el beneficio de la prisión domiciliaria del que ella gozaba por concesión del Despacho que vigila la ejecución de su sentencia, pues su conducta ha mejorado desde entonces.
Sostuvo que el Despacho de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad no accede a realizar un nuevo estudio para la concesión de la gracia liberatoria, bajo el argumento de no existir hechos nuevos ni relevantes que ameriten un nuevo estudio, pero con esa postura está violando su derecho a la defensa, dado que no tiene tampoco la posibilidad de sustentar su apelación para que el Juzgado que profirió la sentencia condenatoria se pronuncie frente al particular.  
Refirió que es madre cabeza de hogar y cuenta con un arraigo socio familiar estable. 
De conformidad con esos antecedentes fácticos, la accionante pidió que se amparen sus derechos fundamentales al debido proceso, doble instancia y acceso a la administración de justicia, y como consecuencia de ello, se resuelva de fondo su solicitud de libertad condicional. 
TRÁMITE PROCESAL:

1. El Despacho sustanciador admitió la acción mediante auto del 15 de marzo de 2021, por medio del cual ordenó correr traslado del escrito de tutela y sus anexos al Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira para que ejerciera sus derechos de defensa y contradicción. 

2. Dentro del término de traslado se pronunció la Dra. Edna Marcela Millán Garzón, titular del Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, quien puso en conocimiento de la Sala que ese Despacho vigila la sentencia impuesta a la señora Diana Lorena Vallejos Sánchez en las calendas del 20 de agosto de 2014, consistente en 104 meses de prisión por incurrir en el delito de homicidio preterintencional. 
Refirió que a la sentenciada se le concedió en el pasado la prisión domiciliaria consagrada en el artículo 38G del C.P., cuando cumplió la mitad de la pena impuesta; sin embargo, la misma debió ser revocada el 22 de enero de 2020, en virtud del indebido comportamiento en que ella incurrió durante el disfrute de ese beneficio administrativo, puesto que burló reiterativamente su obligación de no salir de su lugar de residencia, además dejaba sin cargar el brazalete de seguimiento satelital, con lo que frustraba la posibilidad a las autoridades penitenciarias de ejercer la vigilancia correspondiente. 
Indicó que ese mismo 22 de enero de 2020 se resolvió de manera desfavorable una solicitud de libertad condicional deprecada por la condenada, precisamente por su mala conducta durante el tratamiento penitenciario. Además, mediante autos del 26 de marzo de 2020 y 17 de febrero de 2021 esa Célula Judicial se abstuvo de resolver nuevas solicitudes de libertad condicional presentadas por la interna, por la inexistencia de situaciones diferentes a las expuestas al momento de definir de manera negativa el beneficio liberatorio.
De otro lado, expuso la Togada que hasta el mes de septiembre de 2020 la conducta de la sentenciada fue calificada como regular, lo que va en contravía de uno de los requisitos consagrados en el artículo 64 del Código Penal para la concesión del subrogado, el cual hace referencia al adecuando desempeño y comportamiento del condenado durante el tratamiento penitenciario. 
Por último, explicó que la señora Diana Lorena no ejerció sus derechos de defensa y contradicción en contra de las decisiones que considera lesivas de sus derechos, habiendo renunciado a la segunda instancia. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA:

1. Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 2.2.3.1.2.1 del Decreto 1069 de 2015, modificado por el artículo 1º del Decreto 1983 de 2017. 

2. Problema jurídico: 

Le corresponde a esta Corporación establecer si por parte del Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad se han vulnerado las prerrogativas constitucionales de la accionante, no concederle en el pasado el subrogado de la libertad condicional y negarse en la actualidad a efectuar un nuevo estudio con respecto a su solicitud. 
3. Solución: 

La acción de tutela consagrada en el artículo 86 Superior, reglamentada por el Decreto Ley 2591 de 1991, es el mecanismo judicial desarrollado por el legislador para brindar a los ciudadanos colombianos la posibilidad de acudir sin mayores requerimientos a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales transgredidos por la acción u omisión de las autoridades públicas, o de los particulares en los casos expresamente previstos en la ley, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución.

La accionante acudió a la presente solicitud de amparo Constitucional con el fin de acceder en sede de tutela al reconocimiento de su libertad condicional, por considerar que reúne todos los requisitos para ello, y que el Juzgado 4° de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira se ha equivocado al no analizar nuevamente la solicitud que en tal sentido le fuera resuelta en el pasado de manera adversa.  

En efecto, la Sala pudo constatar que el Juzgado que vigila la ejecución de la sentencia impuesta a la señora Vallejos, decidió el día 22 de enero de 2020, tras revocar el beneficio de prisión domiciliaria del cual veía gozando esta ciudadana, denegar su solicitud de libertad condicional, por cuanto resultaba evidente que ella no cumplía con los requisitos para ser merecedora de la concesión del nuevo subrogado reclamado. 
De igual manera, se pudo acreditar que no fue el Despacho accionado quien le coartó a la interesada sus derechos de defensa y contradicción, porque fue ella quien renunció a los mismos al no hacer uso dentro del término de los recursos ordinarios a los que por ley tenía derecho; luego, no resulta válido que ahora pretenda de manera caprichosa que se resuelva nuevamente su asunto sin presentar ningún tipo de hecho novedoso, como quiera que existe una situación consolidada en ese aspecto, de allí que insistir en dicho asunto sin justificación alguna, lo único que ocasiona es un desgaste de la administración de justicia, especialmente cuando ella no se ha esmerado por demostrar un buen comportamiento al interior del centro de reclusión, porque lo que está claro es que hasta hace tan solo seis meses su conducta había sido calificada como regular. 
Recordemos que el Despacho accionado ya había adoptado una decisión definitiva y había considerado que la señora Diana Lorena no puede acceder al subrogado de la libertad condicional, puesto que no reúne los requisitos que exige la norma para esos menesteres; y bajo esa óptica, resulta válido hacer alusión a lo que ha dicho la Corte refiriéndose a la inviabilidad de analizar solicitudes reiterativas cuando con ellas no se presenta ningún hecho novedoso que pueda alterar la decisión consolidada:  
“… los jueces de ejecución no están facultados para retomar el examen de cuestiones ya resueltas de fondo previamente, cuando no existe una variación en la situación fáctica o jurídica en la que se fundamentó la decisión precedente.

En efecto, aunque en este evento el sentenciado presentó la nueva solicitud cuando ya había descontado las tres quintas partes de la sanción, lo que acreditaría uno de los factores por los que previamente le fue negada la libertad condicional, el segundo requisito por el que fue rechazada su pretensión, referido a la valoración de la gravedad de la conducta punible ejecutada por el sentenciado, no ha presentado variación alguna, por lo que valorar nuevamente dicho aspecto representaría un agravio al principio constitucional de la cosa juzgada” 

De igual manera, ese Alto Tribunal sostuvo en Sentencia STP2949 del 27 de febrero de 2018, dentro del asunto radicado bajo el Nro. 96738, lo siguiente: 
“… esta Corporación ha señalado que es deber del juez de ejecución de penas y medidas de seguridad atenerse a lo antes resuelto en cuestiones previamente examinadas, pues «no es viable debatir reiteradamente asuntos jurídicamente consolidados, en particular cuando sobre las temáticas decididas, se insiste sin introducir variante alguna, casos en los cuales habrá de sujetarse a lo dispuesto en aplicación de los  principios de economía procesal, eficiencia y cosa juzgada, puesto que, de lo contrario, podrían controvertirse perennemente los asuntos judiciales, lo cual  implicaría no solamente una limitación injustificada de la seguridad jurídica sino un desgaste inoficioso de la administración de  justicia» (CSJ STP. Jul 15 de 2008. Rad. 37488). 

De lo anterior se ve fácilmente que el Juzgado accionado no incurrió en vulneraciones de derechos fundamentales, o al menos ello no fue demostrado por DIEGO RAÚL GARZÓN BECERRA, pues de las pruebas allegadas al expediente se advierte que éste simplemente reiteró ante la precitada autoridad su petición sin aducir nuevos elementos de juicio, como si ese asunto pudiera continuar debatiéndolo indefinidamente sin consideración alguna a la fuerza ejecutoria de la providencia por la cual previamente fue resuelta la cuestión. 

En tales condiciones, al formular nuevamente petición con idénticos fines, se obtuvo como respuesta del juzgado accionado que debía estarse a lo ya resuelto en providencias anteriores, decisión contenida en un auto de sustanciación lo que de contera hace improcedente su impugnación, sin que al respecto se vislumbre trasgresión para las garantías constitucionales que integran el debido proceso del accionante.

Y es que al no contener la solicitud nuevos elementos que introdujeran variación a la situación del sentenciado en relación al beneficio reclamado, no le quedaba opción diferente al juzgado que abstenerse de abordar nuevamente la temática planteada, en aplicación de los principios de economía procesal y eficiencia, esto es, al no concurrir los elementos necesarios para que sus posturas en la actualidad sean analizadas de fondo mediante auto susceptible de ser recurrido, todo lo cual descarta que se configure la vía de hecho que se denuncia.”

De conformidad con lo dicho en precedencia, la solicitud de amparo constitucional reclamada se habrá de negar, al no advertirse en las decisiones judiciales atacadas vulneración a los derechos fundamentales reclamados por la accionante. 
Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: NEGAR la solicitud de amparo constitucional deprecada por la ciudadana DIANA LORENA VALLEJOS SÁNCHEZ en contra del JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE PEREIRA; de conformidad con los argumentos expuestos en la parte motiva de esta decisión. 

SEGUNDO: SE ORDENA notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991; y en caso de no ser objeto de recurso remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

LUZ STELLA RAMIÍREZ GUTIÉRREZ

Magistrada
� Corte Suprema de Justicia STP del 7 de febrero de 2017, Rad. 90107.





Página 7 de 7

